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INFORME No. 5/13
PETICIÓN 273-05
ADMISIBILIDAD
COMUNIDAD INDÍGENA NAM QOM DEL PUEBLO QOM (TOBA)
ARGENTINA

19 de marzo de 2013
I. RESUMEN

1. El 1( de marzo de 2005 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") recibió una denuncia presentada por la comunidad indígena Nam Qom del pueblo Qom (Toba) (en adelante, “comunidad indígena Nam Qom” o “comunidad Nam Qom”), representada por el Equipo Nacional de Pastoral Aborigen (ENDEPA) y el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) (en adelante "peticionarios"), en contra del Estado Argentino (en adelante "Argentina" o "Estado"), por la presunta violación de los derechos humanos de la comunidad indígena Nam Qom y sus miembros, así como los derechos de la abogada defensora de la comunidad, Roxana Silva (en adelante “presuntas víctimas”).
2. Los peticionarios alegan que los miembros de la comunidad Nam Qom habrían sido víctimas de detenciones ilegales y arbitrarias; tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes; violación sexual; omisión de auxilio; allanamientos a sus viviendas sin orden judicial; actos presuntamente ejecutados por agentes policiales de la Provincia de Formosa y de la Unidad Especial de Asuntos Rurales (UEAR), durante un operativo realizado los días 16 y 17 de agosto de 2002, que se habría caracterizado por un especial ensañamiento en razón de la pertenencia étnica. Sostienen que estos hechos no habrían sido investigados por las autoridades judiciales, y que la abogada defensora, Roxana Silva, habría sido objeto de actividades de inteligencia ilegales por parte de funcionarios policiales. Argumentan que los hechos denunciados configuran la violación de los artículos 5, 7, 8, 11, 19, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en relación con los artículos 1 y 2 del mismo instrumento. Asimismo, afirman que el Estado es responsable por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante “Convención Interamericana contra la Tortura”). 
3. El Estado no controvirtió expresamente los alegatos fácticos y jurídicos presentados por los peticionarios, sino que se refirió a las medidas que habrían sido adoptadas con posterioridad a los hechos denunciados y a la situación en que se encontraría la comunidad Nam Qom.
4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar admisible la petición a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 8, 11, 19, 24 y 25 de la Convención Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento; y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Asimismo, la CIDH decide declarar la petición admisible sobre la presunta violación del artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante “Convención de Belém do Pará”), en perjuicio de L.L. y María Magdalena García, ambas miembros de la comunidad Nam Qom. La Comisión decide notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 1º de marzo de 2005 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 273-05. La CIDH recibió información adicional de los peticionarios mediante comunicación del 19 de diciembre de 2005. El 7 de enero de 2008 la CIDH trasladó las partes pertinentes al Estado, solicitándole que presentara sus observaciones en el plazo de dos meses. Mediante nota de fecha 13 de marzo de 2008, el Estado de Argentina solicitó una prórroga de un mes. La respuesta del Estado fue recibida el 2 de abril de 2009, la cual fue debidamente trasladada a los peticionarios.

· Solución Amistosa

6. El 2 de abril de 2009, el Estado manifestó su voluntad de iniciar una etapa de solución amistosa. El 30 de abril de 2009, la CIDH se puso a disposición de las partes con miras a alcanzar una solución amistosa del asunto. En nota recibida el 29 de mayo de 2009, los peticionarios expresaron su conformidad con este ofrecimiento y solicitaron definir una agenda y un cronograma de trabajo para especificar los puntos de la negociación. En la oportunidad los peticionarios solicitaron también ser informados respecto de la posición de la Provincia de Formosa frente a la posibilidad de una solución amistosa, “en razón de la división de funciones derivadas de la forma federal de gobierno, y (en vista de que( ante la indiferencia del estado autónomo, (el Estado nacional( carece de instrucciones puntuales para avanzar en negociaciones concretas“. 
7. En notas recibidas el 19 de octubre de 2009 y el 28 de septiembre de 2010, el Estado comunicó que el Gobierno Nacional se encontraría en conversaciones con las autoridades de la provincia de Formosa para la solución amistosa del asunto. El 17 de diciembre de 2009 y el 18 de febrero de 2011, los peticionarios comunicaron su decisión de no continuar con el proceso por considerar que la respuesta brindada por el Estado no atendía a su inquietud con relación a la posición de la provincia de Formosa ante un eventual proceso de solución amistosa. El 6 de julio de 2011, la CIDH solicitó al Estado remitir sus observaciones sobre la etapa de admisibilidad de la petición, las cuales no fueron presentadas, luego de dos solicitudes de prórroga. 
8. El 25 de octubre de 2011 se realizó una audiencia, durante el 143( período ordinario de sesiones de la CIDH. En la oportunidad, las partes retomaron la posibilidad de alcanzar un acuerdo de solución amistosa y los peticionarios indicaron que consultarían a la comunidad sobre las condiciones mínimas para alcanzar un acuerdo. Ni los peticionarios ni el Estado formalizaron dicha voluntad posteriormente.
III. POSICIONES DE LAS PARTES

A. Los peticionarios

9. Los peticionarios alegan que el 16 y 17 de agosto de 2002 se habría realizado en la comunidad indígena Nam Qom del pueblo Toba, ubicada en la provincia de Formosa, un operativo policial -presuntamente ilegítimo, violento y sin autorización judicial-, caracterizado por un especial ensañamiento con la comunidad. Agregan que los hechos no fueron investigados por las autoridades judiciales y que la causa penal fue cerrada en forma definitiva el 25 de agosto de 2004.  
10. Sostienen que los hechos se habrían ejecutado en un contexto de alegada sistemática violación de los derechos humanos por parte de los distintos estamentos gubernamentales del Estado, en perjuicio de los pueblos y las comunidades indígenas que habitan en territorio argentino. Asimismo, afirman que estos actos forman parte de una práctica de brutalidad policial, alegadamente ejecutada desde el Estado y que se tornaría impune por la ineficiencia o complicidad del poder judicial. Expresan que estas prácticas policiales estarían dirigidas hacia los grupos que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad social, económica y cultural. 
11. A continuación, los peticionarios describen el pueblo Qom (Toba) y la comunidad Nam Qom. En resumen, informan que el territorio que ocupaba ancestralmente el pueblo Qom era una vasta zona del Gran Chaco, estaban organizados en extensas familias y su base de sustento era la caza, pesca y recolección. Informan sobre la forma de organización del pueblo y sobre el proceso de sedentarización forzosa al que habría sido sometido a fines del siglo XIX. Respecto de Nam Qom, indican que es una comunidad surgida del asentamiento de varias familias indígenas provenientes del interior de las provincias de Formosa y Chaco, asentada en el lote 68 de la Provincia de Formosa, a 12 kilómetros de la ciudad del mismo nombre. Informan que en 1984 la provincia reconoció el derecho indígena a la propiedad comunitaria de la tierra (ley 426) y en 1995 se transfirió el lote 68 a la Asociación Civil del barrio Nam Qom. Afirman que se trata de un barrio peri-urbano de aproximadamente 20 manzanas, donde viven unas 3.000 personas. Explican las deficientes condiciones de vida de la comunidad, que incluye hacinamiento, alto porcentaje de viviendas sin agua potable ni electricidad, entre otros. Informan que en virtud de las políticas de ajuste económico implementadas durante las últimas décadas, los miembros del pueblo han sido condenados a sobrevivir con lo poco que pueden obtener de los montes lejanos, donde cazan pequeños animales. Indican que unas 80 familias se habrían asentado en una zona inundable fuera del lote titulado a nombre de la asociación, sin viviendas ni servicios estatales.  
12. Sobre los hechos ocurridos en la Comunidad Nam Qom en 2002, los peticionarios señalan que entre el 16 y 17 de agosto, más de 100 agentes policiales, algunos vestidos de civil, ingresaron violentamente a la comunidad Nam Qom. Supuestamente los agentes estaban buscando a los presuntos responsables del homicidio y lesiones de dos agentes policiales, hechos que habrían ocurrido el mismo 16 de agosto de 2002 al mediodía, en un campo privado ubicado a 20 kilómetros de la comunidad Nam Qom. 
13. Afirman que funcionarios policiales detuvieron en forma masiva e indiscriminada a cerca de 80 miembros de la comunidad, incluyendo niñas, niños, ancianos y mujeres y describen tanto los hechos de violencia como los efectos individuales y comunitarios. Alegan que los detenidos habrían sido objeto de amenazas, torturas, violencia sexual, omisiones de auxilio y otros malos tratos en forma particularmente violenta. Informan que muchas de las viviendas habrían sido allanadas y destruidas. Sostienen que las presuntas víctimas habrían sufrido un trato especialmente violento y hostil por parte de las autoridades del Estado en razón de su origen étnico. Indican por ejemplo que, como muestra del desprecio por las tradiciones indígenas, cortaron la trenza que llevaba en el cabello un miembro de la comunidad detenido, y que agentes policiales al agredirlos les gritaban expresiones tales como “india tonta” o “indio (…) sucio”. 
14. Aducen que, además de autoridades policiales, el Procurador General, y el Juez de Instrucción y Correccional N( 4 habrían presenciado y participado en los actos de violencia cometidos en contra de la comunidad Nam Qom. Destacan que varios de los hechos denunciados habrían sido encubiertos por los agentes policiales, quienes quemaron la ropa con sangre de las presuntas víctimas y recogieron los cascos de las balas que dispararon. Indican que algunas de las presuntas víctimas detenidas fueron examinadas por médicos forenses en presencia de agentes policiales y no se habrían dejado constancia de las lesiones ocasionadas por los golpes y torturas ni prestado atención médica. Informan que las presuntas víctimas sufren hasta la actualidad secuelas físicas y mentales generadas por los hechos descritos.

15. Describen la situación sufrida por un número reducido de personas debido a que muchos de los afectados se habrían negado ya en el ámbito interno a contar lo sucedido por temor a las represalias por parte de funcionarios policiales, y del poder ejecutivo y judicial. En particular, presentan información detallada sobre los actos cometidos en contra de 29 miembros de la comunidad indígena durante el operativo policial; indicando fecha, lugar y descripción del presunto acto de violencia; grupo de familia al que pertenecen; cuando fue posible, identificación de los agentes estatales; e informes médicos realizados a miembros de la comunidad procesados.
16. Sostienen que, luego de ocurrido el operativo en la comunidad, nueve de sus miembros habrían sido imputados de la comisión del delito de homicidio en grado de tentativa, expediente radicado con el número 18.421, seguido ante el Juez de Instrucción y Correccional N( 4, y el Procurador Fiscal N( 2. Al momento de presentar la petición inicial, informaron que nueve miembros de la comunidad estuvieron detenidos por seis meses y que tres habrían sido sometidos a juicio.
17. Los peticionarios alegan que en virtud a los hechos ocurridos el 16 y 17 de agosto de 2002, el 18 de septiembre de 2002 ocho miembros de la comunidad Nam Qom presentaron una denuncia penal en contra del Procurador General, el Juez de Instrucción y Correccional N( 4, el Sub Jefe de la Policía de la Provincia de Formosa, el Jefe de la UEAR, el Jefe de la Unidad Regional Uno, el Director de Cuerpo y Servicios Especiales, el Segundo Jefe de la Unidad Regional Uno, un perito criminalista y un efectivo policial, presuntos participantes en el operativo. Dicha denuncia, radicada bajo el expediente N( 3036/02, fue conocida por el Juzgado de Instrucción y Correccional N( 4, y la Fiscalía N( 2. Informan que el proceso penal habría sufrido serias irregularidades, y habría concluido con el sobreseimiento de todos los imputados, sin la realización de una investigación seria y eficaz de los hechos denunciados por la comunidad.

18. En específico, afirman que no habrían contado con la garantía de un juez o tribunal independiente e imparcial, puesto que el proceso habría estado a cargo del mismo juez acusado de participar en los hechos delictivos. Informan que el Ministerio Público no solicitó su recusación, sino los denunciantes. Indican que este pedido fue rechazado por parte del titular del Juzgado de Instrucción y Correccional N( 4, quien en su lugar se habría excusado del conocimiento de la causa aduciendo “violencia moral”, siendo trasladado el proceso a conocimiento del Juzgado de Instrucción y Correccional N( 1. 

19. Asimismo, sostienen que en algunas de las declaraciones realizadas por las presuntas víctimas no habría estado presente un intérprete de la lengua toba qom, y que funcionarios judiciales habrían amenazado a testigos indígenas con el fin de evitar su declaración o atenuar el contenido de la misma. Igualmente, aducen que se habría permitido una participación muy limitada de las presuntas víctimas denunciantes en el proceso, debido a que la legislación procesal penal de la provincia de Formosa no prevé la figura de “querellante particular” en los casos de delitos de acción pública, sino que permite al particular ofendido constituirse como “actor civil”, lo cual afirman le otorga únicamente la posibilidad de ejercer la pretensión resarcitoria civil. Alegan que, como consecuencia de ello, su representante legal no habría sido autorizado a ingresar a las audiencias, no habría podido efectuar preguntas a testigos, ni presentar pliegos interrogatorios.

20. Del mismo modo, aducen que los hechos no fueron debidamente investigados por las autoridades fiscales y judiciales. En particular, indican que sin realizar actividades investigativas o probatorias, la Fiscalía N( 2 decidió desestimar la denuncia con relación al Procurador General y al Juez de Instrucción y Correccional N( 4. Igualmente sostienen que la denuncia fue desestimada infundadamente respecto de los funcionarios policiales de más alto rango, a cargo del operativo. Aducen que en junio de 2004, luego de dos años de radicada la denuncia, la Fiscalía habría solicitado el sobreseimiento de los restantes policías imputados. Informan que el 25 de agosto de 2004, el Juez de Instrucción y Correccional N( 1 resolvió sobreseer el proceso penal. Indican que con dicha decisión habría culminado de modo definitivo la vía interna, al encontrarse legalmente impedidos de cuestionar tal resolución, en tanto el artículo 79 del Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Formosa establece que “el actor civil carece de recursos contra el auto de sobreseimiento y la sentencia absolutoria”.
21. De otro lado, los peticionarios afirman que la licenciada Roxana Silva, abogada del Equipo Nacional de Pastoral Aborigen, dedicada a la defensa de los derechos humanos de pueblos indígenas en la provincia de Formosa y representante legal de la comunidad Nam Qom en el mencionado proceso penal, habría sido objeto de actividades de inteligencia por parte de agentes policiales. Informan que, en virtud a tales hechos, el 15 de diciembre de 2003 fue interpuesto un recurso de hábeas corpus ante el Juzgado de Instrucción y Correccional N( 4, expediente 21.806, el cual habría sido rechazado mediante resolución de fecha 16 de diciembre de 2003.

22. Con relación al agotamiento de recursos internos, los peticionarios alegan que son aplicables las excepciones contenidas en el artículo 46.2 de la Convención Americana, debido a que de conformidad con el Código Procesal Penal de la provincia de Formosa, en su calidad de actores civiles no estaban legitimados para cuestionar el sobreseimiento decretado por los tribunales de justicia en la causa penal N( 3036/02 seguida contra los presuntos responsables de los hechos denunciados. 
23. Por todo lo anterior, argumentan que el Estado es responsable de la violación de los artículos 5, 7, 8, 11, 19, 24 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de las presuntas víctimas. Además, alegan que el Estado es responsable por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura.

B. El Estado

24. El Estado no controvirtió expresamente los argumentos fácticos y jurídicos alegados por los peticionarios. En la audiencia realizada el 25 de octubre de 2011, durante el 143( período ordinario de sesiones de la Comisión, el Estado se refirió a las medidas que habrían sido adoptadas con posterioridad a los hechos denunciados en la petición y a la situación en que se encontraría la comunidad Nam Qom.
25. En materia legislativa, indicó que en el año 2003 fue realizada una modificación a la Constitución de la provincia de Formosa con el fin de incorporar el reconocimiento de derechos de los pueblos indígenas. Igualmente, informó que, con fecha 6 de abril de 2006, el Poder Legislativo de la provincia de Formosa adoptó la Ley 1487 mediante la cual fue incorporada la figura de “querellante particular” en el Código Procesal Penal. Del mismo modo, afirmó que mediante Decreto 656 del 26 de julio de 2005 fue creada la Subsecretaría de Derechos Humanos, en el ámbito del Ministerio de la Secretaría General del Poder Ejecutivo. 

26. Con relación a la Policía de la provincia, el Estado señaló que el Supremo Tribunal de Justicia de Formosa, mediante acta 2418 del 10 de agosto de 2005, dispuso recomendaciones a los Jueces de Instrucción y Jueces de Cámara respecto a situaciones en que se involucre a miembros de la Policía Provincial en hechos presuntamente delictivos, indicando que en estos escenarios el agente policial sea apartado de la investigación y el juez correspondiente conozca de los hechos. De igual manera, indicó que en el año 2008 se habría aprobado una nueva currícula de formación policial, en la cual la materia de derechos humanos ocuparía un lugar importante.
27. En cuanto a la comunidad Nam Qom concretamente, el Estado manifestó que a partir de 2003 se habrían llevado a cabo una serie de obras públicas a favor de sus miembros. En particular, se refirió a mejoras en las condiciones del servicio de agua potable, a obras en la infraestructura de las escuelas primaria y secundaria, y a la construcción de un centro de salud en la comunidad. Por último, indicó que, desde 1984, se vendría llevando a cabo un proceso de reconocimiento de la propiedad de la comunidad, y que se habrían titulado hectáreas de tierras a favor de sus miembros y se habría llevado a cabo la construcción de viviendas.

IV. ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae

28. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. Los peticionarios señalan como presunta víctima a la comunidad indígena Nam Qom del pueblo Toba y sus miembros
 e individualizan en específico a 29 integrantes de la Comunidad y a la abogada Roxana Silva
, respecto de quienes el Estado de Argentina se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Argentina es un Estado parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó el instrumento de ratificación de la Convención. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

29. La Comisión posee competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
30. Por otra parte, la CIDH tiene competencia para pronunciarse sobre violaciones a derechos consagrados en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, por cuanto los hechos denunciados habrían ocurrido con posterioridad al 31 de marzo de 1989, fecha en que Argentina depositó el instrumento de ratificación del mencionado instrumento. Asimismo, la CIDH tiene competencia para analizar los alegatos de los peticionarios relativos a presuntas violaciones a la Convención de Belem do Pará por cuanto los hechos ocurrieron tras la ratificación de dicho instrumento internacional, depositada el 5 de julio de 1996.
B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición

1. Agotamiento de los recursos internos

31. El artículo 46.1.a. de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 
32. El artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;  b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
33. La jurisprudencia de la Comisión establece que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario
. La Comisión considera que los hechos alegados por los peticionarios en el presente caso involucran la presunta vulneración de derechos que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio y que por lo tanto es este proceso penal, impulsado por el Estado mismo, el que debe ser considerado a los efectos de determinar la admisibilidad del reclamo.

34. En el asunto bajo examen, consta que las presuntas víctimas presentaron una denuncia el 18 de septiembre de 2002, que dio lugar a la apertura de la causa penal 3036/02. La Fiscalía N( 2 asignada a la causa solicitó la desestimación de la denuncia con relación al Procurador General, al Juez de Instrucción y Correccional N( 4, y a los funcionarios de alto rango de la Policía Provincial de Formosa y la UEAR que habrían estado a cargo del operativo. A solicitud del Ministerio Público, el proceso penal culminó con el sobreseimiento de todas las autoridades y funcionarios policiales denunciados por las presuntas víctimas, decisión adoptada por el Juzgado de Instrucción y Correccional N( 1 con fecha 25 de agosto de 2004. En lo relativo a la interposición de recursos contra el auto de sobreseimiento, los peticionarios afirmaron que, de acuerdo con la legislación procesal penal vigente en aquel momento en la provincia de Formosa, no se encontraban legitimados para presentar recurso alguno, por lo que alegaron la excepción al agotamiento de los recursos internos del artículo 46.2 de la Convención. El Estado no controvirtió dicho argumento.
35. En relación con los hechos alegados respecto de Roxana Silva, abogada del Equipo Nacional de Pastoral Aborigen y representante legal de la comunidad Nam Qom en el citado proceso penal, los peticionarios argumentaron que en razón de las actividades de inteligencia de las que había sido objeto fue interpuesto el 15 de diciembre de 2003 un recurso de hábeas corpus ante el Juzgado de Instrucción y Correccional N( 4 (Expediente 21.806), el cual habría sido rechazado mediante resolución de fecha 16 de diciembre de 2003.

36. Esta Comisión ya ha señalado que: “En cuanto a la carga de la prueba de cumplimiento de los requisitos del artículo 46, debe señalarse que para el caso de que un peticionario alegue la imposibilidad de probar el agotamiento de los recursos internos, el artículo 31 del Reglamento de la Comisión establece que se transfiere al Estado la carga de probar que subsisten recursos internos específicos que han de agotarse y que ofrecen una reparación efectiva de los perjuicios aducidos. Cuando el Estado manifiesta que debió haberse utilizado determinado recurso, vuelve a recaer sobre el peticionario la carga de probar que ese recurso ha sido agotado o que se aplica alguna de las excepciones del artículo 46”
. 

37. La Comisión observa que el Estado no ha aclarado qué recursos pudieron ser interpuestos y desarrollados en forma eficaz conforme a la legislación aplicable para esa época en la provincia de Formosa. Por el contrario, la CIDH nota que la legislación procesal penal vigente en ese momento permitía a la parte afectada constituirse como actor civil, y en particular, el artículo 79 del Código Procesal Penal de la Provincia de Formosa señalaba en la parte pertinente que: “El actor civil carece de recursos contra el auto de sobreseimiento y la sentencia absolutoria, sin perjuicio de las acciones que pudieren corresponderle en sede civil”.

38. Dado que las normas procesales penales, vigentes para la época de los acontecimientos en la Provincia de Formosa, negaban legitimación para cuestionar la decisión de sobreseimiento en la causa penal y que los hechos denunciados en relación con la abogada defensora Roxana Silva habían sido denunciados pero no debidamente investigados, la Comisión estima, como lo ha hecho en ocasiones anteriores, que no se puede subordinar la admisibilidad de la petición al agotamiento de recursos que carecían de eficacia porque los peticionarios se encontraban procesalmente impedidos de llevarlos adelante
. Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Comisión concluye que resultan aplicables en el presente caso las excepciones previstas por el artículo 46.2.b de la Convención Americana. 
39. Por último, la Comisión desea aclarar, como lo ha hecho en ocasiones anteriores, que la aplicación de las excepciones contempladas por el artículo 46 de la Convención para determinar la admisibilidad de una petición no implica prejuzgar sobre los méritos de la denuncia. El criterio seguido por la Comisión para analizar la petición en la etapa de admisibilidad es de carácter preliminar. En consecuencia, si bien la Comisión concluye que los antecedentes del caso respaldan su admisibilidad, las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados, en lo que sea pertinente, durante el trámite relativo al fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.
2. Plazo para presentar la petición

40. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  La norma de los seis meses garantiza certidumbre y estabilidad jurídica una vez que una decisión ha sido adoptada.  Sin embargo, en virtud del artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH, en aquellos casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
41. En la petición bajo estudio, la CIDH ha considerado procedente la aplicación de la excepción al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna prevista en el artículo 46.2.b de la Convención Americana. Teniendo en cuenta que los hechos alegados ocurrieron en agosto de 2002, que la investigación contra los presuntos responsables de los hechos denunciados fue sobreseída en agosto de 2004 y rechazado el respectivo recurso de habeas corpus, la CIDH concluye que la petición fue presentada en un plazo razonable y, por tanto, considera cumplido el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención.
3. Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada internacional

42. A los efectos de declarar admisible una petición, la Convención exige en su artículo 46.1.c, que la materia de la misma no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional y, en su artículo 47.d, que no reproduzca el contenido de una petición ya examinada por éste u otro organismo internacional. De la información aportada por los peticionarios, la CIDH nota que los hechos denunciados en la petición fueron puestos a conocimiento de órganos internacionales de protección de derechos humanos, los cuales dirigieron comunicaciones al Estado argentino. En concreto, el 3 de octubre de 2002 el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas, Rodolfo Stavenhagen, y el Relator Especial sobre la cuestión de la Tortura, Theo Van Boven, enviaron una comunicación conjunta al Estado, solicitando información detallada sobre los hechos ocurridos y la adopción de medidas para evitar la repetición de hechos similares e indemnizar a las víctimas
. Igualmente, el 12 de septiembre de 2002 el Relator sobre la cuestión de la Tortura, Theo Van Boven, envió un llamamiento urgente en relación con los hechos denunciados en la petición
.
43. Al respecto, cabe anotar que para que opere la causal de inadmisibilidad prevista en el artículo 47.d de la Convención sobre duplicidad de procedimientos internacionales, además de identidad de sujetos, objeto y pretensión, se requiere que la petición esté siendo considerada, o haya sido decidida, por un organismo internacional que tenga competencia para adoptar decisiones sobre los hechos específicos contenidos en la petición, y medidas tendientes a la efectiva resolución de la disputa de que se trate
. La Comisión encuentra que los Relatores Especiales de Naciones Unidas al realizar observaciones y solicitar información sobre una situación en particular, no adoptan decisiones y medidas tendientes a la resolución de disputas como la que nos ocupa.  En este sentido, la Comisión considera que no se han configurado los requisitos para determinar la inadmisibilidad de la petición, en base a los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención y del artículo 33 del Reglamento de la CIDH.

4. Caracterización de los hechos alegados

44. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.

45. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
46. Los peticionarios alegan que la comunidad Nam Qom del pueblo indígena Qom (Toba) y sus miembros, habrían sido víctimas de detenciones ilegales y arbitrarias; tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes; violación sexual; omisión de auxilio; allanamiento y destrucción de viviendas sin orden judicial; actos presuntamente ejecutados por agentes policiales del Estado de Argentina. Afirman que el operativo policial se habría caracterizado por un particular ensañamiento por su origen étnico, manifestado en expresiones y acciones ofensivas hacia la comunidad y sus miembros. De acuerdo a la información aportada por los peticionarios, cinco de las 29 personas individualizadas tenían al momento de los hechos menos de 15 años, incluida una niña de 3 meses.   Asimismo, de la narración de los hechos se desprende que además de las personas individualizadas, también otros miembros de la Comunidad habrían sido afectados por los hechos denunciados, entre ellos eran niños y niñas. 
47. Aducen los peticionarios que los responsables de tales hechos no habrían sido sancionados en razón de que el proceso penal iniciado por la denuncia de los miembros de la comunidad, habría culminado con el sobreseimiento de los presuntos autores. Indican que en dicho proceso se habrían producido afectaciones a las garantías del debido proceso. Sostienen además que la licenciada Roxana Silva, abogada de la comunidad, habría sido víctima de actividades de inteligencia ilegales por parte de funcionarios policiales y que el hábeas corpus interpuesto en su favor habría sido rechazado.
48. En ese sentido, la Comisión Interamericana observa que en caso de ser probados los alegatos de los peticionarios en relación a las supuestas violaciones alegadas, podrían caracterizar violaciones a los artículos 5, 7, 8, 11, 19, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de las presuntas víctimas. Asimismo, la CIDH considera que los hechos alegados tienden a caracterizar la violación de  los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Adicionalmente, la CIDH considera que los alegatos referidos a la presunta violación sexual de L.L., y a la agresión que habría sufrido María Magdalena García encontrándose en estado de gestión sin recibir asistencia inmediata, tienden a caracterizar además la violación del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará. Sobre la presunta violación del artículo 2 de la Convención, los peticionarios basaron su argumento en que la legislación procesal penal de la provincia de Formosa, vigente al momento de la presentación de la petición, no preveía la figura de “querellante particular” en los casos de delitos de acción pública e impedía en consecuencia, impugnar los sobreseimientos. Asimismo, el Estado informó sobre los cambios legislativos en la materia, posteriores a los hechos de agosto de 2002 en la comunidad Nam Qom. En vista de ello, la CIDH analizará en la etapa de fondo las alegaciones de los peticionarios a la luz de la información presentada por el Estado. Por lo tanto, la Comisión entiende satisfechos los requisitos establecidos en el artículo 47.b y c de la Convención Americana.
V. CONCLUSIÓN

49. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer la denuncia presentada por los peticionarios y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención, por la presunta violación de los artículos 5, 7, 8, 11, 19, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado; y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura. Asimismo, la CIDH decide declarar la petición admisible sobre la presunta violación del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de L.L. y María Magdalena García. 
50. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 5, 7, 8, 11, 19, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de las presuntas víctimas.
2. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en perjuicio de las presuntas víctimas.
3. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de L.L. y María Magdalena García.
4. Notificar esta decisión a las partes.
5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Miembros de la Comisión. 






� La comunidad indígena Nam Qom del pueblo Qom (Toba) conforma una comunidad organizada social y políticamente, se encuentra en un lugar geográfico específico, cuyos miembros pueden ser individualizados e identificados. Al respecto ver: Corte I.D.H Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, párr. 149; CIDH, Informe No. 62/04, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku y sus miembros (Ecuador), párrafo 47; CIDH, Informe No. 58/09, Pueblo Indígena Kuna de Mandungandi y Emberá de Bayano y sus miembros (Panamá), párrafo 26; CIDH, Informe No. 79/09, Comunidades Indígenas Ngobe y sus miembros en el Valle del Río Chingola (Panamá), párrafo 26.


� La petición fue presentada por la presunta violación de derechos humanos en perjuicio de la comunidad indígena Nam Qom del pueblo Toba. En la denuncia se indica que más “allá de que los hechos del caso perjudican a muchas  personas” y, “en esta petición identificamos como víctimas a” las siguientes personas: Ángel Peña, Miguel Saravia, Macario Dañacón, Ricardo López, L.L., Santiago López, Mariela Haydee López, Bonita Ocampo, Juana Ocampo, Joana Ocampo, Susana Ocampo, Celías Ocampo, Mauricio Ocampo, Amado Ocampo, Oscar Mendoza, Ananías Mendoza, Jonathan Mendoza, Jorge Luis Justo, María Magdalena García, Raúl García, Liliana Alegre, Lucía Alejandra Vega, Omar Torales Vega, Mario Vega, Lucio Vega, Hilario Vega, Hipólito Torrent, Calos Ovidio Torrent y Diosnel Torales, todos miembros de la comunidad indígena Nam Qom. También presentan como víctima a la abogada defensora de la comunidad, Dra. Roxana Silva. Asimismo, se agrega en la petición que “nos reservamos el derecho de presentar en futuras presentaciones otras víctimas que puedan llegar a ser identificadas más adelante”.


� CIDH, Informe Nº 52/97 (Fondo), Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Nicaragua, 18 de febrero de 1998,  párrafos 96 y 97.  Ver también Informe Nº 55/04 párrafo 25. Informe N° 16/06 párrafo 35; Informe N° 32/06, párrafo 30.


� CIDH, Informe N° 72/01 (Admisibilidad), Caso 11.804, Juan Ángel Greco, Argentina, 10 de octubre del 2001, párrafo 46. Véase también, por ejemplo, Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, Ser. C N° 4, párrafos 60 y 64.


� CIDH, Informe N° 5/02 (Admisibilidad), Caso 12.080, Sergio Schiavini y María Teresa Schnack de Schiavini. 27 de febrero de 2002, párrafo 52; CIDH Informe N° 72/03 (Admisibilidad), Caso 12.159, Gabriel Egisto Santillan, 22 de octubre de 2003, párrafo 57.


� O.N.U. Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas, Rodolfo Stavenhagen. E/CN.4/2003/90/Add. 1, 21 de enero de 2003, párrafos 5 -6; y Relator sobre la cuestión de la Tortura, Theo Van Boven, E/CN.4/2003/68/Add.1, 27 de febrero de 2003, párrafos 116-122. Anexo 8 de la petición inicial de los peticionarios de fecha 1( de marzo de 2005.


� O.N.U. Relator sobre la cuestión de la Tortura, Theo Van Boven, E/CN.4/2003/68/Add.1, 27 de febrero de 2003, párrafo 123. Anexo 8 de la petición inicial de los peticionarios de fecha 1( de marzo de 2005.


� CIDH, Informe Nº 96/98 (Admisibilidad), Petición 11.827, Peter Blaine, 17 de diciembre de 1998, párr. 42; y CIDH, Informe Nº 01/09 (Admisibilidad), Petición 1491-05, Benito Antonio Barrios y otros, 17 de enero de 2009, párr. 66.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf Laupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.
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